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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO LABORAL / NULIDAD PROCESAL / NULIDAD POR FALTA DE COMPETENCIA
NULIDAD PROCESAL – Concepto.

… Las nulidades procesales pretenden el restablecimiento del debido proceso y por ello, amparan los intereses de las partes para evitar arbitrariedades cuando se adelantan los procesos judiciales omitiendo la ritualidad propia de cada asunto.

En ese sentido, para que se configure una nulidad deben concurrir inexorablemente los siguientes requisitos: i) que los hechos denunciados se encuentren legalmente previstos en alguna de las causales dadas por la ley (art. 133 del C.G.P.); ii) que la irregularidad no haya sido saneada (art. 136 del C.G.P.); iii) que la proposición del írrito provenga de la parte legitimada para invocarla (art. 135 del C.G.P.) y iv) que los hechos planteados aparezcan suficientes para quebrantar la garantía del debido proceso.  
PÉRDIDA DE COMPETENCIA  – Lo artículos 117 y 121 del C. G. P. son inaplicables al procedimiento laboral.

… se debe señalar que esta corporación ha considerado que los artículos 117 y 121 del CGP no son aplicables en materia procesal laboral, toda vez que en esta especialidad existe regulación propia en cuanto a la garantía de toda persona a ser oída dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos laborales.

Así, por ejemplo, tal como lo advierte la opositora, el artículo 48 del CPTSS establece el deber del juez de asumir la dirección del proceso adoptando las medidas necesarias para garantizar, entre otros, la agilidad y rapidez en su trámite. Los artículos 30 y 71 del mismo estatuto, prevén el paso a seguir por el juez en caso de contumacia y, además, se tiene previsto que el procedimiento en materia laboral en las instancias es esencialmente oral, so pena de nulidad (artículo 42 del CPTSS).  

Por tanto, como quiera que en el procedimiento laboral existen mecanismos adecuados para brindar las garantías judiciales debidas a las partes, no hay vacío legal que deba ser suplido con los artículos 117 y 121 del CGP. El hecho de que en el procedimiento en esta especialidad no se establezca una disposición similar a la consagrada en el artículo 121 del CGP, no implica que exista una laguna normativa, pues en materia laboral el legislador previó otros mecanismos para cumplir con la misma finalidad de dar celeridad a los procesos y cumplir la garantía de plazo razonable”
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Acta número 028 de 25-02-2025
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver el recurso de apelación inicialmente formulado contra el auto proferido el 20 de junio de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Cergio Gregorio Restrepo Ortiz contra Las Ingenierías S.A.S. y Sara Montoya Soto, a través del cual se negó una solicitud de nulidad procesal. 
Respecto al auto proferido en primer grado que ahora se resuelve es preciso acotar que encontrándose el expediente a Despacho pendiente para resolver el recurso de apelación de la sentencia proferida el 27 de junio de 2024, revisado el mismo se advirtió que en el curso de primera instancia se dictó el auto del 20 de junio de 2024 a través del cual se declaró no probada la excepción previa denominada cosa juzgada. 

Decisión que fue apelada por el demandante y concedido en efecto devolutivo por la primera instancia; en consecuencia, esta Corporación admitió el recurso de apelación contra dicho auto el 29/01/2025  y ahora se propone a su resolución. 

AUTO
ANTECEDENTES
1. Crónica procesal 

En el curso de la audiencia del artículo 80 del C.P.L. y de la S.S. y una vez finalizada la práctica probatoria, el despacho de primer grado otorgó la palabra a las partes en contienda para presentar los alegatos de conclusión y para el efecto otorgó 10 minutos a cada uno. 

En este momento de la diligencia la parte demandante presentó una solicitud de nulidad con fundamento en el numeral 1° del artículo 133 del C.G.P. porque a su juicio se configuró la pérdida de competencia contenida en el artículo 121 del C.G.P., en la medida que el asunto de ahora se admitió el 23/03/2023, y salvo interrupción o suspensión del proceso no podía transcurrir un lapso superior a 1 año para dictar la sentencia de primera instancia, que en el evento de ahora ocurrió, pues han pasado más de 3 años. De otro lado, indicó que el despacho de primer grado no solo lo había denunciado disciplinariamente, sino que además le demora sin justificación alguna los procesos. 
2. Auto recurrido
El 20/07/2024 el Despacho de primer grado denegó la petición de nulidad porque el artículo 121 del C.G.P. invocado carece de aplicación jurídica en la especialidad laboral, tal como lo ha enseñado la Corte Suprema de Justicia en su Sala Laboral, máxime que el procedimiento laboral carece de vacío alguno en punto a tal tema que hiciera imperativo acudir al procedimiento civil para suplir el mismo. 
3. Del recurso de apelación frente al auto que niega la nulidad
El demandante al presentar la alzada argumentó que la Corte Constitucional en decisión C-443/2019 ha dispuesto los términos de aplicación del artículo 121 del C.G.P. y en el evento de ahora ha transcurrido más del año allí determinado; de ahí que en concordancia con los artículos 133 y 134 del C.G.P. debe declararse la nulidad pues corresponde a la realidad acontecida en el que se excedieron los plazos perentorios que se consagran como garantía del debido proceso, y por ello en el evento de ahora se configuró una pérdida de competencia.
4. Alegatos de conclusión
Ninguna de las partes presentó alegatos de conclusión.
CONSIDERACIONES PARA RESOLVER LA APELACIÓN DEL AUTO 
1. Problema jurídico
De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea el siguiente interrogante: 

1.1 ¿En los procedimientos de la especialidad laboral tiene aplicación el artículo 121 del C.G.P., que fija en 1 año el lapso para proferirse la sentencia?
1.2 En caso positivo ¿Se configuró la nulidad contenida en el inciso 6o del artículo 121 del C.G.P.?
2. Solución al interrogante planteado
2.1. De las nulidades procesales
2.1.1. Fundamento normativo
Las nulidades procesales pretenden el restablecimiento del debido proceso y por ello, amparan los intereses de las partes para evitar arbitrariedades cuando se adelantan los procesos judiciales omitiendo la ritualidad propia de cada asunto.
En ese sentido, para que se configure una nulidad deben concurrir inexorablemente los siguientes requisitos: i) que los hechos denunciados se encuentren legalmente previstos en alguna de las causales dadas por la ley (art. 133 del C.G.P.); ii) que la irregularidad no haya sido saneada (art. 136 del C.G.P.); iii) que la proposición del írrito provenga de la parte legitimada para invocarla (art. 135 del C.G.P.) y iv) que los hechos planteados aparezcan suficientes para quebrantar la garantía del debido proceso. 
Por especificidad o taxatividad, que es el que interesa en este asunto, ha de entenderse la exigencia de estar establecida en la ley la causal de nulidad de manera expresa, sin que sea admisible la analogía, de ahí que se afirme por el tratadista Hernán Fabio López Blanco[1] “No es posible, entonces, pretender encontrar nulidades de la actuación diversas a las que se originan en los expresos y taxativos eventos contemplados en el art. 133 y cualquier otro intento de interpretación extensiva de los mismos debe ser repudiado” (López B., H.F. C.G.P. Parte General, Tomo I, pp 914).
Sin embargo, el artículo 133 no es el único que contempla los eventos que originan nulidades, pues el CGP establece otros en los cánones 36,107.1, 40, inc.2, 121, inc 6; 14 y 164. Se permitió así que sea la ley que determine las formas procesales cuya inobservancia acarrean nulidad.
En ese sentido, el inciso 6o del artículo 121 del C.G.P. establece bajo el principio de legalidad y taxatividad una nulidad consistente en que será nula la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia. 
Ahora bien, en cuanto a la aplicabilidad de la citada nulidad a la especialidad laboral, es preciso acotar que El artículo 1° del CGP prevé que se aplicara lo dispuesto en ese compendio legal a los asuntos civiles, comerciales, de familia, agrarios y a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas “(…) cuando no ejerzan funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes”.
Por su parte la especialidad laboral en el canon 145 del C.P.T. y de la S.S. dispone que a falta de disposición especial se acudirá a las reglas contenidas en el Código Judicial hoy Código General del Proceso.
Por lo que emana de la interpretación armónica de estas normas que solo se puede acudir al estatuto adjetivo civil a falta de regulación propia y específica en el laboral; de tal manera que impera la aplicación del principio general del derecho de la especialidad, que a voces de nuestra superioridad (SL3829-2019) implica que lo especial prima sobre lo general; es decir, se deben preferir las normas que con “especialidad” regulan la materia.
En este mismo sentido la doctrina ha dicho “(…) nada se opone a que se puedan utilizar para aplicarlas al proceso laboral, aquellas instituciones nuevas y procedimientos innovadores del Código General del Proceso que no estén regulados en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en cuanto no se opongan a sus propias perspectivas, a su naturaleza y finalidad, a los principios rectores que las inspira, y siempre que garanticen el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la agilidad y rapidez en su trámite (…)” (Botero Z., G. Guía Teórica y Práctica de Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Edición Ibañez, Quinta Edición, página 31).
Por lo que atendiendo el contenido del artículo 13 del C.G.P. al ser las normas procesales de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, se le impide a las partes o funcionarios derogarlas, modificarlas o sustituirlas, salvo autorización expresa de la ley.
En ese sentido, resulta indispensable establecer si el procedimiento laboral regula de forma especial los términos para proferir las decisiones dentro de esta especialidad, de ahí que tratándose del término para dictar sentencia de primera instancia en materia laboral, el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. dispone la primera audiencia laboral en la que se surte la conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, que debe llevarse a cabo a más tardar dentro de los 3 meses siguientes a la fecha de notificación de la demanda y, el artículo 80 del C.P.T. y de la S.S., contiene la segunda audiencia que consiste en el trámite y juzgamiento, en la que se practicarán las pruebas decretadas y se proferirá sentencia; audiencia que se celebrará dentro de los 3 meses siguientes, esto es, al vencimiento de la primera, salvo cuando haya que adoptar medidas necesarias para la práctica de pruebas en la mencionada diligencia.
De lo expuesto emerge con claridad una gran diferencia con el C.G.P. en tanto en este no existe canon que fije plazos máximos para programar las audiencias inicial – art.372 – y la de instrucción y juzgamiento – art. 373 -, como sucede en la especialidad laboral; tal codificación solo menciona dos términos, de 30 días siguientes a la presentación de la demanda para notificar el auto admisorio o mandamiento de pago y de un año para proferir la sentencia –art. 121-, contado a partir del día siguiente a la notificación del proveído que admite la demanda o libra orden de pago, o desde la presentación del libelo introductorio, si el acto de comunicación se deja de hacer dentro del primer lapso mencionado, periodo en el que se evacuaran las audiencia mencionadas.
A tono con lo mencionado, se tiene que en el estatuto procesal laboral existe norma especial que regula los términos para proferir la sentencia, de lo que sigue que no puede aplicarse el artículo 121 del C.G.P. en razón a la restricción que impone el artículo 145 del C.P.T.S.S. ya mencionado, que es norma de orden público. 
Bajo tal interpretación normativa de la ley el Tribunal de Cierre en esta especialidad en múltiples decisiones, entre otras, la SL1681-2023, SL1492-2023, AL338-2023, SL134-2023, SL,4250-2022 y la SL1694-2023, que a continuación se transcribe, ha enseñado que:
“(...) se debe señalar que esta corporación ha considerado que los artículos 117 y 121 del CGP no son aplicables en materia procesal laboral, toda vez que en esta especialidad existe regulación propia en cuanto a la garantía de toda persona a ser oída dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos laborales.
Así, por ejemplo, tal como lo advierte la opositora, el artículo 48 del CPTSS establece el deber del juez de asumir la dirección del proceso adoptando las medidas necesarias para garantizar, entre otros, la agilidad y rapidez en su trámite. Los artículos 30 y 71 del mismo estatuto, prevén el paso a seguir por el juez en caso de contumacia y, además, se tiene previsto que el procedimiento en materia laboral en las instancias es esencialmente oral, so pena de nulidad (artículo 42 del CPTSS).  
Por tanto, como quiera que en el procedimiento laboral existen mecanismos adecuados para brindar las garantías judiciales debidas a las partes, no hay vacío legal que deba ser suplido con los artículos 117 y 121 del CGP. El hecho de que en el procedimiento en esta especialidad no se establezca una disposición similar a la consagrada en el artículo 121 del CGP, no implica que exista una laguna normativa, pues en materia laboral el legislador previó otros mecanismos para cumplir con la misma finalidad de dar celeridad a los procesos y cumplir la garantía de plazo razonable”.  
Ahora bien, en punto a la sentencia C-443/2019 el mismo tribunal de cierre ya mencionado, esto es, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en diferentes decisiones ha señalado que tal como lo prevé dicha decisión de constitucionalidad, el artículo 121 del C.G.P. no es la única forma de hacer efectivo el principio de celeridad y garantía del plazo razonable, que incluso puede llegar a ser contraproducente, como la misma decisión lo anuncia al declarar inexequible la expresión “de pleno derecho” que estaba contenida en el inciso 6 del artículo 121 del C.G.P., pues dicha nulidad debía ser alegada antes de proferirse sentencia, y que la misma es saneable. 
Pero además, la misma Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia (SL1163-2022) ha enseñado que aun cuando la Corte Constitucional en la decisión T-334/2020 indicó que el artículo 121 del C.G.P. sí era aplicable al procedimiento laboral, lo cierto es que la Corte Suprema de Justicia en su Sala Laboral se apartó de dicha postura, por los argumentos ya expuestos en esta providencia, máxime que las decisiones de tutela apenas tienes efectos inter-partes. Posición que también comparte este Tribunal. 
2.2. Fundamento fáctico
En este orden de ideas, no le asiste la razón al recurrente, pues el artículo 121 del C.G.P. es inaplicable a la jurisdicción laboral, sin que la codificación procesal de esta especialidad contemple la pérdida de competencia en el caso de no cumplir los términos allí dispuestos; por lo que, resulta irrelevante analizar lo sucedido en este proceso, que será competencia de la jurisdicción disciplinaria en el evento de formularse queja alguna al respecto.
CONCLUSIÓN
En armonía con lo expuesto en precedencia se confirmará el auto apelado y se condenará en costas a la parte demandante ante la resolución desfavorable del recurso de apelación al tenor del numeral 1º del artículo 365 del C.G.P.

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, 
RESUELVE
PRIMERO. CONFIRMAR 
el auto proferido el 20 de junio de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Cergio Gregorio Restrepo Ortiz contra Las Ingenierías S.A.S. y Sara Montoya Soto, a través del cual se negó una solicitud de nulidad procesal.
SEGUNDO.  CONDENAR en costas en esta instancia al demandante y a favor de la parte demandada.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Quienes integran la Sala,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
�Apruebo. Faltan las antefirmas y hay una providencia a continuación que debe ser suprimida.
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